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SEXTA SESIÓN DEL GRUPO DE TRABAJO INTERGUBERNAMENTAL DE COMPOSICIÓN ABIERTA CON EL MANDATO DE ELABORAR UN INSTRUMENTO INTERNACIONAL JURÍDICAMENTE VINCULANTE SOBRE EMPRESAS TRANSNACIONALES Y OTRAS EMPRESAS CON RESPECTO A LOS DERECHOS HUMANOS
Lunes, 26 de octubre de 2020
PREÁMBULO
Señor Presidente,
Consideramos que el Preámbulo, en esta Segunda Versión Revisada, ha consolidado gran parte de los comentarios y observaciones efectuados por diversos actores durante la Quinta Sesión. Agradecemos la inclusión de una referencia a la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible, como fue propuesto por Ecuador en la sesión anterior. 

Actualmente, Ecuador considera que este apartado preambular es una buena base para generar consenso en este Grupo de Trabajo, pues sus diversos párrafos permiten encadenar correctamente la lógica considerativa del instrumento. 
En este sentido, únicamente haremos referencia a tres posibles matizaciones o ajustes que se podrían considerar en la redacción del preámbulo: 
1) Es fundamental que se sigan manteniendo los párrafos preambulares 17 y 18, relativos a los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre Derechos Humanos y Empresas, así como a la Declaración Tripartita de principios sobre las empresas multinacionales y la política social de la OIT, respectivamente.
En este sentido, sugerimos que ambos párrafos se puedan fusionar, pues hacen referencia a instrumentos no vinculantes en la materia. Por esta misma razón, sería importante que se pueda incluir en este párrafo una referencia a las Líneas Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales, pues complementan también a los dos instrumentos antes mencionados. Esta propuesta se realiza sobre la base del principio general de complementariedad entre instrumentos vinculantes y no vinculantes en materia de empresas y derechos humanos. 

2) El párrafo preambular 7, además de la referencia a acceso a la justicia, podría complementarse en el sentido de incluir la obligación que tienen los Estados de evitar y eliminar barreras en el acceso a la justicia de víctimas, o impactos negativos respecto a los efectos de las acciones empresariales. 

3) Finalmente, y recogiendo una propuesta de otros actores durante la Quinta Sesión, consideramos que sería importante que el párrafo preambular 12 elimine la expresión “directamente” (directly), pues es suficiente que los posibles abusos de derechos humanos se encuentren conectadas con las operaciones empresariales, lo sean de manera directa o indirecta, siempre que exista una manera de probar esta conexión.

ARTÍCULO 1
En el artículo 1 sobre definiciones, en lo que se refiere a la definición de “víctima”, el Ecuador agradece que la Segunda Versión Revisada haga referencia a las personas que, en efecto, hayan sufrido daño u otras consecuencias, y no a las personas que meramente aleguen que lo han sufrido, como recogía la Primera Versión Revisada del instrumento vinculante. 

Reiteramos, en efecto, que la noción de víctima debe circunscribirse a las personas que efectivamente sean reconocidas como tales en el ámbito procedimental correspondiente. Ello es conforme a las reglas generales de la responsabilidad internacional de los Estados y a la normativa del sistema interamericano de derechos humanos. 

Vemos positivo que en la noción de “víctima” se incluya también a los “miembros familiares inmediatos o dependientes directos de la víctima” (The term “victim” shall also include the immediate family members or dependents of the direct victim), si bien sería preciso que esa expresión pueda concretarse de alguna manera, bien en el propio texto del tratado –lo que sería preferible–, o bien, en su defecto, con una referencia o remisión al Derecho nacional.
De otro lado, cuando el instrumento indica que el término “víctima” incluye también aquellas personas que hayan sufrido daño al brindar asistencia a víctimas desamparadas o para prevenir victimización (“The term “victim” shall also include … persons who have suffered harm in intervening to assist victims in distress or to prevent victimization”), no es clara la utilidad que esta especificación pueda aportar, pues ya se entendería que dichas personas resultan, por sí mismas, víctimas en el sentido ya descrito inicialmente por el párrafo. Salvo que existan razones adicionales, proponemos que se considere suprimir dicha referencia.
Finalmente, cuando la definición de víctima señala que es aquella que haya sufrido “pérdida económica” (economic loss), sería importante que el texto refiera que la misma abarca tanto el lucro cesante como el daño emergente, esto es, tanto la pérdida actual o inmediata, como aquella que tiene consecuencias futuras directamente relacionadas con el abuso sufrido por la víctima. 

Consideramos técnicamente adecuado la distinción (en los párrafos 3, 4 y 5 del artículo 1 del Revisado 2) entre “actividades comerciales” (business activities), “actividades comerciales con carácter transnacional” (business activities of a transnational character) y “relación comercial” (business relationship). Especialmente, la última de ellas –que sustituye a la expresión “relación contractual” (contractual relationship)– refleja de una manera más clara la necesidad de tomar en consideración la mecánica específica de las cadenas de suministro, especialmente en lo que se refiere al deber de vigilancia de las empresas matrices con respecto a sus filiales u otras subsidiarias que se encuentren establecidas en el extranjero. 

En efecto, no siempre se refleja en la relación contractual la relación que, de hecho existen en estas situaciones, y por ello una noción más genérica a la actividad empresarial es mucho más acertada.  
ARTÍCULO 2
El Ecuador considera que la redacción actual del artículo 2 (sobre propósito del instrumento vinculante) es coherente con nuestra posición en la materia. 
En concreto, se considera positivo que el lenguaje se ha ajustado con respecto a lo establecido en los Principios Rectores, respecto a las obligaciones de proteger, respetar y cumplir (“the obligation of States to respect, protect and promote human rights”). 

Igualmente, es positivo que el anterior literal c), se haya dividido en dos literales –los ahora c) y d)–, distinguiendo entre el objetivo de garantizar acceso a la justicia, y el objetivo utilizar de mecanismos de asistencia legal mutua y cooperación internacional.
Muchas gracias, señor Presidente.
